Carátula 


SEÑORA PERCOVICH.- Ahora bien, a continuación nos gustaría escuchar los comentarios del doctor 
Cairoli sobre las propuestas de modificación de los Principios Generales del Código Penal, que nos 
hizo llegar -y sobre lo que tengo algunas preguntas que formular- y que confieso me provocaron gran 
satisfacción. 


SEÑOR CAIROLI.- El material se debe al trabajo de la Secretaria con la que trabajé un viernes en el 
Anexo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Así es; se trata de un muy buen trabajo. 


En el concepto de delito -donde según lo que el doctor había señalado, se eliminan las faltas, 
etcétera, lo cual compartimos- me llama la atención que se haya quitado la definición de “crímenes”, 
porque tenemos la incorporación de crímenes en la Ley de delitos de lesa humanidad en la Corte Penal 
Internacional. 


El artículo 2% comienza diciendo: “(Principio de legalidad. Concepto de delito). Es delito toda 
acción u omisión voluntaria”, y termina señalando: “Los delitos, atendida su gravedad, se dividen en 
crímenes y delitos”. 


SEÑOR CAIROL!.- En realidad, fue involuntario, porque tendríamos que haber seguido la definición de 
la Ley N* 18.026, pues lo hicimos en base a eso. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el artículo 10, “Principios de defensa, de personalidad y de universalidad”, 
vemos que se hace referencia -concretamente en el inciso 6- a los delitos cometidos por 
un extranjero en perjuicio de un uruguayo. Lamentablemente, muchas de las denuncias que recibimos 
sobre trata o explotación en el exterior son de uruguayos con uruguayas o uruguayas. Entonces, 
pregunto si, en caso de que se pudiera probar, no sería necesario que también estuvieran 
comprendidos los delitos cometidos por uruguayos contra uruguayos. 


SEÑOR CAIROLI.- La Comisión entendió que eso estaría incluido dentro del numeral 5, que hace 
referencia a “Los delitos cometidos por un uruguayo, castigados tanto por la ley extranjera como por la 
nacional, cuando su autor fuere habido en el territorio de la República”, pero en realidad podría 
aclararse aquí. 


Me parece muy bien la anotación que hace la señora Senadora, porque nosotros lo dejamos 
prácticamente igual que en el Código actual. Además, el numeral 5 es más específico y no tiene que 
ver con la situación que plantea. 


Por tanto, estoy totalmente de acuerdo con que el Senado haga ese agregado. 
SEÑORA PERCOVICH.- No sé si se podría agregar otro numeral o incluirse en ese mismo. 
SEÑOR CAIROL!.- Se podría decir: “Los delitos cometidos por un uruguayo o un extranjero”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por otra parte, en el artículo 24, la obediencia debida u obediencia al superior 
pasa a ser una causal de inculpabilidad o de error. Me pregunto si no se está rebajando demasiado la 
causal. 


SEÑOR CAIROLI.- Siempre fue una causal de inculpabilidad; estaba mal ubicada por el Legislador 
dentro de las causas de justificación, pero en general se consideró como una causa de inculpabilidad, 
aunque desde el punto de vista de la dogmática es considerada de distintas formas. Algunos han 
entendido que es una causa de justificación, otros de inculpabilidad y otros, incluso, de atipicidad. 


A nosotros nos pareció conveniente dejarla como estaba, porque siempre excusó de pena; 
siempre fue una exención de pena. En este caso, como la inculpabilidad también lleva a la exención de 
pena, nos pareció que había que ubicarla como lo hizo toda la Doctrina desde Irureta Goyena. 


SEÑOR MOREIRA.- En el Código de Procedimiento Policial recién aprobado, hay una norma que 
incluye el concepto de obediencia debida. Allí se establece que, en los casos en que la orden que se 
imparte sea manifiestamente ilegal -o sea, contraria a los principios del sistema democrático y 
republicano- el agente policial está obligado a desobedecer. No recuerdo exactamente, pero no se 
establece que está exonerado de cumplir la orden, sino que está obligado a desobedecerla. 


Sé que existe una definición bastante precisa del concepto de obediencia debida. Primero, se 
define el mando policial y luego, el concepto de obediencia debida. De todos modos, entiendo que no 
hay contradicción entre estas dos normas; sin embargo, formulo estas observaciones porque en el 
artículo se establece cuándo está obligado a desobedecer, a no cumplir la orden que sea 
manifiestamente ¡legal. 


SEÑOR CAIROLI.- En realidad, siempre fue así como señala el señor Senador Moreira. La Doctrina 
siempre pensó que el individuo está exento de cumplir una orden manifiesta o groseramente ilegal. Se 
podría incluir esa disposición aquí y no habría ningún inconveniente en aclarar cuáles son las formas 
en que un subalterno puede actuar respecto de un superior. Pero lo dejamos, en cierta manera, por lo 
que entiende la Doctrina. Ahora bien, habría que ajustar esta disposición al Código de Procedimiento 
Policial recientemente aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin dudas, pues no puede haber dos disposiciones que sean contradictorias. 


SEÑOR MOREIRA.- El Código de Procedimiento Policial vale solamente para la Policía, pero no para 
el Ejército, por ejemplo. 


SEÑOR CAIROLI.- Pero en el proyecto de ley que estamos considerando sí, porque es general. Se 
puede establecer que no tendrá obligación de cumplir la orden cuando sea manifiestamente ilegal. 


SEÑOR MOREIRA.- El concepto es el mismo y se aplica en todos los casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, sugiero que en este inciso b) se establezca: “que el 
agente tenga obligación de cumplirla salvo que sea manifiestamente ¡legal”. 


SEÑOR GALLINAL.- Mientras seguimos avanzando, he solicitado a Secretaría que nos alcance la Ley 
de Procedimiento Policial, a fin de no producir normas que, aunque vayan en el mismo sentido, tengan 
redacciones diferentes, y de hacer además el agregado que usted sugiere. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. Lo importante es que estamos de acuerdo con que hay que 
agregarlo. 


SEÑOR GALLINAL.- Tienen que ser normas coincidentes, porque en el día de mañana cabría 
preguntarse si el Código Penal deroga la ley anterior. 


SEÑORA PERCOVICH.- Otra norma sobre la que quisiéramos consultarlo es el artículo 30, respecto 
del consentimiento del ofendido, que expresa: “Está exento de responsabilidad quien actúa con 
consentimiento del ofendido, siempre que éste sea anterior o concomitante al acto y se preste sobre 
bienes jurídicos disponibles”. Si pensamos en los casos de violencia doméstica, ¿no convendría 
precisar cuáles son los bienes que no son disponibles? 


SEÑOR CAIROLI.- Efectivamente, tuvimos muchas dudas respecto de agregar el concepto del 
consentimiento del ofendido. Es una idea que viene de la época de los romanos, a pesar de que nunca 
fue legislado en el Código uruguayo, aunque sí lo está en casi todos los Códigos modernos del mundo 


e, incluso, en otros muy antiguos. Desde el punto de vista técnico, tuvimos dudas de poner el 
consentimiento del ofendido como una causa de justificación -en realidad, siempre fue considerado 
como tal- o como una causa de atipicidad. Digo esto porque en la parte especial nos vamos a 
encontrar con delitos, como la sustracción de menores del poder de sus padres o guardadores, donde 
se utiliza la expresión “sin el consentimiento de los padres”. Si el padre autoriza al menor a viajar a 
algún lugar, hay consentimiento. Entonces, en realidad, eso es algo que está en el tipo penal, es decir, 
en la configuración de la estructura del delito mismo. Si agregamos el consentimiento, en realidad 
tendría que ser una causa de atipicidad, pero como no tenemos ningún capítulo sobre atipicidad y el 
consentimiento siempre fue considerado como una causa de justificación, lo incluimos aquí. En lo 
personal, no me parece mal lo que la señora Senadora opina con respecto a especificar cuáles podrían 
ser los bienes ofendidos, porque la Doctrina lo sabe, pero, de pronto, el público no. A veces querer 
hacer un Código demasiado técnico, que no sea entendido por la gente, puede ser un arma de doble 
filo y puede ocurrir que el tiro salga por la culata. En el caso que plantea la señora Senadora, los 
bienes jurídicos disponibles son, obviamente, la propiedad y algún otro que pueda surgir de la ley de 
violencia doméstica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien el razonamiento, pero, como estamos legislando, hay que sugerir 
qué vamos a disponer. 


SEÑORA PERCOVICH.- De todas maneras, nos va a quedar la versión taquigráfica con las respuestas 
del doctor Cairoli y, como estos son principios generales, si estamos de acuerdo en volver a considerar 
cada artículo del proyecto, vamos a tener la oportunidad de elaborar la redacción entre todos. En esta 
instancia lo que nos importaba conocer era la opinión del doctor Cairoli sobre algunas dudas que 
teníamos. No me parece que este sea el momento de redactar; en todo caso, posteriormente le 
haríamos una consulta al doctor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente, pero quiero insistir en que la denominación “bienes 
jurídicos disponibles” es muy genérica y, si no se ajusta, puede dar lugar a interpretaciones de 
cualquier naturaleza. Pienso que en un Código de este tipo los conceptos deben ser muy precisos, 
para que el que juzga no se equivoque. Pero podemos dejar pendiente el tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Otra disposición sobre la que tengo algunas dudas es el artículo 34, que dice 
lo siguiente: 


“Artículo 34. (Piedad, honor o afecto en ciertos delitos contra el estado civil). 


Queda exento de pena quien por móviles de piedad, de honor o de afecto, reconociera como 
hijo legítimo o natural a una persona que careciera de estado civil”. 


No sé si una norma de este tipo no puede ser una cobertura para la venta y el tráfico de 
niños. 


SEÑOR CAIROLI.- En este artículo no hicimos más que copiar la disposición existente, que nos rige en 
este momento y, simplemente, cambiamos lo de la forma de perdón judicial, planteando una excusa 
absolutoria; es decir, se establece que en esas circunstancias, el individuo “queda exento de pena”. 
Pero debo decir, honestamente, que no revisamos a fondo el significado que se le puede dar a este 
artículo o el manejo que se podría hacer de él. Ahora, por la inquietud que expresa la señora Senadora 
Percovich, también a mí se me plantea la duda. Además, quiero aclarar que cuando nosotros 
elaboramos esto no teníamos a la vista los proyectos de la señora Senadora Percovich y del señor 
Senador Gallinal, que he informado hace unos momentos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que no habría problemas, porque esto no solamente ya está vigente, sino 
que también el delito del que se exime la pena es el de reconocer como hijo legítimo o natural a quien 
no lo es; no se está haciendo referencia a ningún otro delito. 


SEÑOR CAIROLI.- Estamos hablando del delito de supresión y suposición de estado civil. 


SEÑOR GALLINAL.- Exactamente. Entonces, no comprendería los casos que le preocupan a la 
señora Senadora Percovich. Además, han pasado unos cuantos años entre el artículo vigente y este, y 
todos sabemos que con los exámenes de ADN es imposible que tenga lugar un hecho de esas 
características. 


En definitiva, lo que me importa rescatar es que el delito del que se exime la pena es 
exclusivamente aquel; como dije, esto no tiene que ver con ningún otro delito. Por lo tanto, si se 
cometieran otros delitos, los mismos van a tener que estar comprendidos en otra figura delictiva, que 
tendrá su pena correspondiente y no estarán eximidos por esta circunstancia relativa al afecto, la 
piedad o el honor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el artículo quedaría así como está. 


SEÑORA PERCOVICH.- El artículo 40 del Capítulo ll -relativo a las circunstancias agravantes- 
comienza diciendo: “Agravan el delito, cuando no constituyan elementos esenciales o circunstancias 
agravantes especiales las siguientes:”. Y con respecto a la disposición original -que es artículo 47 del 
Código Penal vigente- se elimina la referencia expresa al funcionario policial. Me gustaría escuchar una 
explicación al respecto. 


SEÑOR CAIROLI.- Entendimos que el funcionario policial quedaba incluido dentro del concepto de 
carácter público del agente. Es decir que el actual numeral 8) pasaría a ser el numeral 6. -(Carácter 
público del agente)- del artículo 40 de nuestro proyecto, que dice: “Prevalecerse del carácter público 
que tenga el autor del delito.”. Es decir que un funcionario público, ya sea policial o cualquier otro, 
quedaría incluido en la disposición. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo una duda con respecto a la redacción proyectada del artículo 40, porque 
allí se ha eliminado como agravante “Cometer el delito mientras se encontrare al amparo del régimen 
de salidas transitorias”. ¿Cuál es el fundamento de esto? ¿No es dicho agravante una forma de 
desestimular la comisión del delito? Digo esto, porque se trata de un beneficio que se concede como 
forma de lograr la reinserción. 


SEÑOR CAIROLI.- Este fue un tema que la Doctrina uruguaya siempre estudió muchísimo y en todo 
momento hubo oposición al mismo, inclusive, de parte del actual Canciller, doctor Gonzalo Fernández, 
que fue uno de los primeros en publicar un trabajo entero, especialmente dedicado a este tema, en una 
revista de Jurisprudencia; no recuerdo exactamente, pero creo que fue en “La Justicia Uruguaya”. 


En este caso entendimos que podíamos prescindir de considerar un agravante el hecho de 
cometer un delito en el uso de salidas transitorias -evidentemente, castigando el delito que el 
sujeto hubiera cometido en dicha circunstancia- y, al mismo tiempo, dejar el régimen de la carga o la 
pena por la salida transitoria a la autoridad administrativa o judicial que, inclusive, no las concedería 
más. Esta fue nuestra opinión y, además, como el doctor Gonzalo Fernández trabajó de pleno en esta 
Comisión, sobre todo en los primeros meses, es decir, cuando ya se había hecho casi toda la 
redacción del proyecto de ley, fue uno de los miembros cuya voz -criterio que ya conocíamos- 
escuchamos, y coincidía con la mayoría de nosotros. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿El criterio general era coincidente? 
SEÑOR CAIROL!.- Diría que el criterio era unánime. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Dónde está esa disposición, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Era el numeral 16 -“(En uso del régimen de salidas transitorias)”- del artículo 47, 
del Código Penal vigente, que se elimina en la actual redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que está suprimida. 


Deseo dejar constancia de que estoy de acuerdo con que se mantenga dicha disposición, 
porque me parece que quien hace uso de la salida transitoria debe tener clara conciencia -en la medida 
de lo posible, porque sabemos que los delincuentes no leen el Código Penal antes de cometer los 
delitos, pero hay muchos que conocen el tema- de que si comete un delito en esas circunstancias, ello 
le traerá como consecuencia un agravante. En definitiva, concuerdo con la tesitura que tiene el actual 
Código Penal. 


SEÑORA PERCOVICH.- Cuando se hace referencia al indulto, se dice: “El indulto extingue la pena, 
con iguales limitaciones que las establecidas para la amnistía, respecto de los culpables excluidos de 
este beneficio por el artículo 81 de este Código”. Sin embargo, el mencionado artículo 81, que habla de 
la amnistía, no excluye a nadie, por lo que no me queda claro si simplemente se trata de un error de 
tipeo o hay algo más. 


SEÑOR CAIROLI.- El comentario de la señora Senadora es muy acertado, pero lo que sucede es que 
nosotros excluimos a los reincidentes habituales de los beneficios y quizás lo que faltó fue reiterarlo 
allí. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces habría que modificar el artículo 91. 


Por otro lado, quisiera hacer otra consulta sobre el artículo 84, vinculado al punto de partida 
para el cómputo de los plazos. Este artículo establece: “El término empieza a correr, para los delitos 
consumados, desde el día de la consumación, para los delitos tentados, desde el día en que se 
suspendió la ejecución, para los delitos cuya existencia o modalidad requiere diversos actos o diversas 
acciones -delitos colectivos y continuados- desde el día en que se ejecuta el último hecho o se realiza 
la última acción, para los delitos permanentes desde el día en que cesa la ejecución.” Me pregunto si 
no habría que prever la prescripción desde el momento en que comienza a correr hasta la mayoría de 
edad de la víctima, por lo menos en los delitos contra la integridad sexual. 


SEÑOR CAIROLI.- ¿En los delitos cometidos por menores? 
SEÑORA PERCOVICH.- Efectivamente. 


SEÑOR CAIROL!I.- Lo que sucede es que este Código será aplicado a personas mayores de edad. 
Para los menores está vigente el Código de la Niñez y la Adolescencia. En algunas partes de este 
proyecto de ley nos hemos remitido a este Código. 


En lo personal, quiero reiterar -ya lo hemos expresado, sobre todo en la exposición de 
motivos- que en la parte de la pena, hicimos el Código “ad referendum” de lo que va a hacer la 
Comisión de Reforma del Código de Proceso Penal, presidida por el doctor Dardo Preza. Aclaro que 
hicimos esto porque nos interesa estar de acuerdo con ellos. Aquí hemos expresado algunas de las 
ideas de nuestra Comisión con respecto a la pena, a la libertad anticipada y a la libertad condicional, 
pero intentaremos ponernos de acuerdo. Días pasados mantuvimos una reunión con la señora Ministra 
del Interior, en la que se planteó su preocupación en el sentido de que dentro de ambos proyectos de 
ley se considerara la nueva propuesta de medidas alternativas. Aquí lo hemos incluido pero no lo 
habíamos tenido en cuenta, por lo que quedamos de acuerdo con el doctor Preza de reunirnos las dos 
Comisiones para especificar todo lo relativo a las penas. 


También quisiera aprovechar la invitación que me han hecho en la tarde de hoy para recordar 
una inquietud planteada por el señor Senador Gallinal en una reunión anterior. En esa oportunidad, el 
señor Senador quería saber cuándo estimaba la Comisión que podía llegar a existir un proyecto 
vinculado a la parte especial del Código Penal. Planteé el tema y marcamos el plazo de un año, 
aproximadamente. 


Precisamente, tenemos casi cuatro títulos prontos: “Vida”, donde no se toca el aborto; “Delito 
Sexual”, donde se tuvo en cuenta fundamentalmente el proyecto de ley presentado por la señora 
Senadora Percovich; “Libertad”, que es un título con algunas definiciones importantes, como es el 
concepto de armas, que por fin hemos desbrozado, y esperamos que nos vaya bien con el proyecto 


por cuanto hemos especificado qué debe entenderse como armas para el Código Penal; el último que 
tenemos es “Fe Pública”. Se trata de cuatro títulos bastante importantes en materia penal, pero nos 
estarían quedando pendientes los siguientes: propiedad, Administración Pública, Administración de 
Justicia y Salud Pública. En realidad, el resto de los títulos son más bien complementarios -como, por 
ejemplo, orden político externo, soberanía del Estado, paz pública- y considero que no nos van a dar 
demasiado trabajo. 


Aclaro a los señores Senadores que en el día de hoy he venido solo, porque estamos en 
Feria Judicial, en vacaciones de julio, y no he logrado que nadie contestara mis mensajes. Sólo el 
doctor Montano me dijo que no podía venir; al resto de los colegas los llamé, pero ni siquiera 
contestaron. 


Me gustaría agregar que para considerar la parte especial de este proyecto, hemos formado 
Subcomisiones de tres miembros, y establecimos que a cada Subcomisión le tocara un título; 
posteriormente, revisaremos todos juntos. 


Quería mencionar esta situación porque estamos en un buen camino, avanzando incluso en 
la parte especial. 


SEÑOR GALLINAL.- No quería dejar pasar el tema de la obediencia superior, y advertí que el artículo 
8” de la Ley de Procedimiento Policial dice lo siguiente: “(Manifestación de la disciplina y límites a la 
obediencia debida).- La disciplina policial se manifiesta en la subordinación de grado a grado y por el 
respeto y la obediencia sin dilaciones a la orden legítima del superior. El personal policial” -y aquí 
viene lo que nos interesa- “tiene especialmente prohibido cumplir órdenes manifiestamente ilegales, o 
que atenten contra los derechos humanos o el sistema republicano democrático de gobierno. En estos 
casos, la obediencia a una orden superior nunca será considerada como eximente o atenuante de 
responsabilidad”. 


Creo que en todo caso se podría mantener el artículo 24 del Código proyectado tal como 
está y agregarle un último inciso que repita el inciso segundo del artículo 8% del Código de 
Procedimiento Policial, donde eventualmente se pueda agregar a la expresión “policial”, la palabra 
“militar”, para que quede más abarcativo. 


Traslado esta inquietud al doctor Cairoli para que lo tenga presente, pero -como muy bien 
decía el señor Presidente- lo analizaremos en la segunda vuelta y veremos cómo lo dejamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si el señor Senador estaba presente, pero cuando comenzamos a 
considerar el proyecto de ley, algunos creímos conveniente que se dispusiera la consideración de la 
obediencia debida siempre que fuera dada en el cuadro de las disposiciones legítimas. De todas 
maneras, lo veremos en su momento. 


SEÑORA PERCOVICH.- De acuerdo con las consideraciones hechas aquí y con las versiones 
taquigráficas, me gustaría que el doctor Cairoli nos dijera si van a realizar propuestas, 
modificaciones, o si van a volver a discutir algunas de las dudas manifestadas. En ese caso, 
¿esperamos una segunda propuesta o enviarán la misma iniciativa incluyendo las modificaciones? 


SEÑOR CAIROLI.- En realidad, las propuestas o inquietudes planteadas por los miembros de la 
Comisión me parecen totalmente adecuadas; sólo podría hablar de algunas formas de proceder que 
son de competencia del Senado. Incluso, considero que se está ante una reforma muy importante de la 
Parte General del Código Penal. Quizás, quien no haya estado toda una vida metido en el Derecho 
Penal, como sí lo hemos estado nosotros desde hace 45 años, no advierta la importante reforma que 
supone este proyecto de Código, en el cual se cambia totalmente la estructura del delito. En realidad, 
puedo decir que se va a tratar de un Código muy moderno. En otras oportunidades en las que concurrí 
a esta Comisión, comenté que algunos de los principales penalistas del mundo habían opinado sobre 
este Código; concretamente, los consulté y, en algunos casos, les envié algún artículo o la estructura 
general del Código, para que brindaran su opinión. Se han manifestado totalmente de acuerdo. 
Asimismo, me han expresado que se trata de un Código muy moderno y que la Parte General daría un 


vuelco muy importante con respecto al Código actual, que data de 75 años, con reminiscencias 
fascistas, con peligrosismo, con medidas de seguridad, habitualidad y reincidencia, entre otros. 


Por tanto, considero que todo lo que los señores Senadores estimen adecuado no va a contar 
con ninguna oposición de nuestra parte. Quizás se sugiera algún ajuste de redacción, pero no más. 
Entonces, no tienen por qué esperar una segunda propuesta nuestra. Lo que sí manifesté en la visita 
anterior fue que, en realidad, nos gustaría tener el material correspondiente a la aprobación de esta 
Parte General, porque de ello va a depender mucho la estructura que le demos a la parte especial, en 
la cual alteramos la disposición de los bienes jurídicos a tutelar. En el Código actual, en el Libro ll, entre 
otros, figura: Título |, De los delitos contra la soberanía del Estado, contra los Estados extranjeros, sus 
jefes o representantes; Título Il, Delitos contra el orden político interno del Estado; Título 1Il, Delitos 
contra la paz pública. En realidad, es mucho más importante la vida, la libertad, los derechos sexuales 
de la persona, la familia y recién en cuarto o quinto término la propiedad, para luego pasar a estos 
Títulos que quedarían para el final, los que en estos momentos ni siquiera se dan en la Facultad de 
Derecho. Fueron delitos que en un momento tuvieron su auge, no a través de la Justicia ordinaria, sino 
a través de la Justicia militar. No olvidemos que nuestro Código ha sido influenciado por el Código de 
Mussolini, un código fascista, donde el Estado era lo principal. En este momento no hay en el mundo 
un Código Penal en el cual figuren estos títulos en primer lugar, salvo algún país muy dictatorial, 
tiránico y absolutista. Desde hace muchísimos años, el artículo 80 del Código argentino refiere al delito 
de homicidio, y la parte especial comienza con el delito contra la vida; ese es otro aspecto que nosotros 
quisiéramos actualizar. 


Reitero que nos parece fundamental la aprobación de la Parte General del Código como base 
para establecer las demás reformas. Luego tendremos que conversar con los señores Senadores para 
ver qué es lo que hacemos con algunos delitos que han sido cuestionados, aun por la opinión pública, 
como el abuso de funciones y desacato por ofensa. De todos modos, puede decirse que la nueva 
redacción de la parte especial no dará mucho trabajo. En realidad, los delitos siguen siendo los mismos 
y se han creado muchas formas delictivas nuevas. Además, lo que queremos hacer es poner al día 
todo este tema y crear un título nuevo que incluya los delitos contra la humanidad o de lesa 
humanidad, tal como está previsto en la Ley N* 18.026, con unos tipos penales muy importantes que 
no existieron nunca -y no están todavía- en nuestro Código Penal. Los mismos están incorporados a la 
legislación penal; creo que no podemos dejar fuera del Código los delitos de tortura, desaparición 
forzada y de genocidio. Es una ley que fue aprobada hace menos de dos años; de manera que estos 
temas los vamos a incorporar y nos gustaría hacerlo con un título especial, porque se trata de algo más 
que la vida: es un delito de lesa humanidad. Por ello, hacíamos hincapié en la necesidad de aprobar la 
Parte General y, al mismo tiempo, continuaríamos trabajando con los títulos. Por supuesto que 
concurriríamos a la Comisión cada vez que los señores Senadores lo crean conveniente, a los efectos 
de ir ilustrando sobre las dudas que puedan existir. De pronto, podríamos analizar título por título. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propondría que la Parte General del proyecto de ley -que es la que hemos 
examinado- sea analizada por el doctor Cairoli y sus colaboradores, incluyendo los acuerdos que aquí 
se han alcanzado, como también los disensos, para que luego la Comisión pueda decidir al respecto. 


El doctor Cairoli nos expresaba que le sería de utilidad contar con la discusión relativa a la 
Parte General para poder analizar la parte concreta de los delitos y la imputabilidad. 


SEÑOR CAIROL!I.- El tema de la imputabilidad figura aquí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiero al delito concreto y a su pena. 


SEÑOR CAIROLI.- Entonces, si el señor Presidente está de acuerdo, solicitaría que me enviaran la 
versión taquigráfica de esta sesión, porque para nosotros sería un material importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De pronto, para los señores Senadores que integran la Comisión el tema 
puede resultar sencillo, pero no así para quienes no la componen. Hay una norma o, por lo menos, una 
costumbre -que el doctor Cairoli conoce, al igual que la Secretaría- en cuanto a que en materia de 
Códigos, luego de que la Comisión termina su trabajo y manda el texto al Plenario, no se introducen 


correcciones de ningún tipo. No se discute el texto en el Plenario; sería una barbaridad que así fuera. 
Todos hemos estado de acuerdo en ello, independientemente de lo que pensemos. Una vez emitida 
nuestra opinión y luego de haber aprobado la redacción en Comisión, cuando va al Plenario, tiene que 
ir como un paquete y no se puede modificar un artículo porque, de pronto, tiene conexión con otro. 


En consecuencia, solicitaría que el doctor Cairoli y sus colaboradores nos enviaran la Parte 
General, con los acuerdos y los disensos que hasta ahora existen, para que la Comisión se expida 
sobre el tema. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Qué disensos existen en la Parte General? Por lo que veo, la Comisión ha 
adoptado una posición. 


SEÑOR CAIROLI.- Nosotros estamos de acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.- En cuanto a los delitos especiales -en la tipificación del delito, en la punibilidad 
de los mismos- hay algunos que tienen un fondo filosófico o político, y sobre los que difícilmente 
obtendremos una opinión unánime de la Comisión, como por ejemplo, el delito de aborto. 


Entiendo lo que plantea el señor Presidente, pero me parece que se refiere a la etapa de los 
delitos y no del Código General, ya que no hay nada pendiente, salvo las correcciones que se 
discutieron en la tarde de hoy. Por tanto, creo que faltaría culminar la parte especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, pero me estaba refiriendo a los principios generales 
que discutimos en el día de hoy. 


SEÑOR GALLINAL.- En la parte especial, por ejemplo, el delito del aborto es un problema. 


Por otra parte, es muy difícil pedir una opinión a los miembros de la Comisión sobre el delito 
de abuso de funciones, porque por detrás hay un tema filosófico y también político, y más aún si 
tenemos en cuenta el efecto que tiene la modificación de la ley penal, en donde pesan mucho los 
efectos retroactivos. Por lo tanto, me parece que en ese sentido no vamos a tener mucha suerte, por lo 
que no debemos esperar que la Comisión que estudia el tema adopte una posición. 


Los miembros de la Comisión de Reforma del Código Penal han terminado la primera parte, 
que corresponde a los Principios Generales. Incluso, tal como señaló el señor Presidente, hay algunas 
diferencias -básicamente de redacción- y dudas, como las que planteó la señora Senadora 
Percovich, sobre las que nos darán su opinión definitiva y después veremos lo que hacemos. Es más, 
entiendo que son partidarios de que se apruebe la Parte General, es decir, que sea ley y que entre en 
vigencia o que se apruebe con una vigencia postergada en el tiempo. Esto les facilitaría para después 
avanzar concomitantemente con la parte especial, es decir, capítulo por capítulo, en la que se incluyen 
los delitos contra la propiedad, contra la vida, etcétera. 


En algún momento vamos a tener el trabajo terminado sobre la parte especial, con la 
definición de los delitos, la tipificación y la punibilidad. Probablemente, no tengamos una opinión de la 
Comisión en dos, tres o cuatro delitos que hoy están en discusión. Entre ellos se encuentra el que tiene 
que ver con el aborto -hay un proyecto de ley en trámite- que, además, entraña una diferencia 
filosófica, por lo que probablemente digan que no tienen una opinión como Comisión, sino personal. Tal 
vez esté equivocado, pero creo que con el delito de abuso de funciones ocurre lo mismo y cada uno 
tiene su opinión. Además, hay otro problema: si hoy aprobamos un Código Penal en el que se deroga 
el delito de abuso de funciones, por el principio de la ley más benigna y por otros, tendrá efecto 
retroactivo. 


SEÑOR CAIROL!.- Así es. 


SEÑOR GALLINAL.- El doctor Cairoli entiende que si nos parece bien y estamos de acuerdo, 
podríamos aprobar la Parte General del Código, y luego, en un plazo de seis meses, contaríamos con 


la parte especial. 
SEÑOR CAIROLI.- Mejor sería en un plazo de ocho meses, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, en un plazo determinado tendrían a disposición de la Comisión la 
parte especial. Cuando esto suceda, todavía faltará resolver los otros temas en cuestión. Además, si 
habláramos de diez meses, por ejemplo, llegaríamos a mediados del año que viene, momento en el 
cual será difícil discutir temas como los relativos al abuso de funciones, el aborto, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera decir que por experiencia práctica más que por conocimiento 
académico, no veo muy claro que le demos aprobación en carácter de ley a la Parte General del 
Código y dejemos lo otro sin legislar. De pronto, desde el punto de vista académico sí funciona, pero en 
la práctica, en general, el Juez instructor o el que dicta la sentencia definitiva, vincula el principio 
general con la parte dispositiva última. Pero, en realidad, quienes han trabajado más sobre este tema 
son los que tienen que opinar al respecto. Por eso, si está bien seguir este procedimiento, le pediría al 
doctor Cairoli que nos lo hiciera saber a través de una nota; de lo contrario, que nos enviara su opinión 
sobre el particular. 


SEÑOR CAIROLI.- Tal como ya expresé, en la Parte General hemos hecho un cambio fundamental y 
radical al Código Penal. Por ejemplo, aparecen ciertos institutos que no existían, y se derogan o 
suprimen otros que hacían que nuestro Código Penal fuera considerado incoherente y, en algunos 
casos, inaplicable. En realidad, en esta Parte General es establecen los principios generales. 


Además, para que la Comisión tenga tranquilidad en ese sentido, quiero decir que en gran 
parte del mundo se aprobaron primero las partes generales y luego las especiales, porque son dos 
cosas que perfectamente se pueden separar. Incluso, para no ir muy lejos, hace poco tiempo en Brasil 
se aprobó primero la Parte General del Código, y luego, para aprobar la parte especial, fue necesario 
conversar con los señores Legisladores sobre temas más políticos -como decía bien el señor Senador 
Gallinal- en los que pueden estar en juego principios filosóficos, religiosos, etcétera. 


Comprendo perfectamente al Presidente de la Comisión, señor Senador Gargano, cuando 
dice que quizás esto pueda ser mal interpretado, pero para nosotros es fundamental aprobar la Parte 
General, ya que serviría para que las formas o fórmulas allí incluidas fueran aplicadas por los Jueces 
en la interpretación, en la aplicación de las normas penales. Además, todo eso puede realizarse sin 
tocar la parte especial. 


De todas maneras, a nosotros nos daría una gran tranquilidad el hecho de que la Comisión lo 
aprobara, aunque no lo lleve al Plenario y no lo pase a la otra Cámara para convertirlo en ley. Por eso, 
si la Secretaría me envía la versión taquigráfica de la sesión de hoy, podría enviarles por correo 
electrónico, a la brevedad, las opiniones que al respecto se requirieran. Creo que no es necesario 
reunir a la Comisión, porque me parece que todos vamos a estar de acuerdo con las indicaciones que 
hicieron la señora Senadora Percovich y algunos señores Senadores en lo que refiere a determinados 
artículos, que me parecieron correctas. También vamos a analizar otros aspectos en los que ha habido 
dos opiniones. Por ejemplo, el señor Presidente ha propuesto que en el artículo de obediencia debida 
se agregue “salvo que la orden fuera manifiestamente incompetente” o “manifiestamente ilegal”, 
mientras que el señor Senador Gallinal daba otra opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría el acuerdo de la Comisión para lo siguiente. En primer lugar, quisiera 
pedir al doctor Cairoli que nos enviara el texto de la Parte General con los puntos en los que todavía 
hay que definir algunos aspectos, para no hablar de “diferencias”, porque en realidad son más bien 
puntualizaciones. En segundo término, habría que votar que una vez que tengamos ese texto 
aprobado, lo enviáramos al Plenario, para posteriormente remitirlo a la Cámara de Representantes y 
convertirlo en una ley separada de la parte especial. 


SEÑOR MOREIRA.- Sería necesario hacer algún retoque, porque si eliminamos la clasificación de 
faltas, habría que hacer lo propio con el capítulo de faltas de la parte especial. 


SEÑOR CAIROLI.- Por supuesto; pero más adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se ha planteado es que haya una ley especial que apruebe la Parte 
General. Personalmente, creo que sería muy importante que lo hiciéramos, dado que eso obligaría a 
comenzar a trabajar específicamente en la parte especial. 


SEÑOR MOREIRA.- De todas maneras, si estamos aprobando estas disposiciones, también hay que 
modificar la parte especial; de lo contrario, va a quedar el capítulo de las faltas y la parte especial con 
una enumeración de faltas que hará necesario ajustar todo el Código. Asimismo, habría que pegarle 
unos “tijeretazos” a la parte especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero aunque modifiquemos la Parte General, la parte especial 
seguirá vigente hasta tanto no se modifique. Si se eliminan las faltas, el Juez que deba aplicar la parte 
especial dirá: “Esto está eliminado por la Parte General”. 


SEÑOR CAIROLI.- Los Jueces de Faltas nunca aplican las faltas. En realidad, no se persiguen: dejan 
pasar los dos meses y luego prescriben. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia del doctor 
Cairoli. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 57 minutos) 
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